VIII JORNADAS TRIBUTARIAS PROVINCIALES

JUNÍN, 24, 25 Y 26 DE AGOSTO DE 2006

En la ciudad de JUNÍN, a los 26 días del mes de Agosto de 2006, en sesiones la COMISIÓN Nº 1 de las VIII JORNADAS TRIBUTARIAS PROVINCIALES, bajo la Presidencia del Dr. César R. LITVIN, con el secretario Dr. Marcelo E. DOMÍNGUEZ y la relatora Dra. Cristina PITTALUGA, exponen:

VISTO:

1. Las directivas oportunamente impartidas por la relatora de la Comisión;

2. Las exposiciones de los panelistas, Dra. Perla R. OLEGO, Dr. Humberto P. DIEZ y Dra. Alejandra P. SANELLI;

3. El  trabajo presentado por el Dr. Marcelo G. GÓMEZ;

4. Las intervenciones de los asistentes y el intercambio de opiniones vertidas en las jornadas de trabajo.

CONCLUSIONES

TEMA I:

ACTIVIDAD AGROPECUARIA: POOL DE SIEMBRA, FIDEICOMISO  Y 

PROBLEMÁTICA DEL DESGASTE DE LA TIERRA.

CONSIDERANDO:

- Pool de Siembra

- Que los negocios agropecuarios efectuados por los “pool de siembra” se caracterizan por la participación de inversores ajenos al sector y por la diversificación de las inversiones en distintos productos y regiones del país, siendo que su propósito es disminuir el riesgo propio de la actividad agropecuaria y lograr un uso eficiente de capacidades y recursos afectados a la producción.

- Que los partícipes del pool de siembra (administrador, promotor, inversores y dueños de la tierra) adoptan diversas formas asociativas a los efectos de efectuar los aportes y de distribuir los resultados obtenidos, cada una de las cuales tiene un tratamiento tributario específico.

- Que cuando la modalidad asociativa adoptada implica la creación de un sujeto tributario distinto a las partes que lo integran, tal como ocurre con la Sociedad de Hecho, la Sociedad regular, el Fideicomiso o el Fondo Común de Inversión, el IVA recaerá sobre el sujeto tributario creado al efecto, mientras que el Impuesto a las Ganancias puede recaer tanto sobre el mismo sujeto, o bien, sobre cada partícipe que forme parte del emprendimiento.

- Que, en cambio, cuando la forma asociativa adoptada no implica la creación de un sujeto tributario distinto a las partes que lo integran, tal como ocurre con el contrato accidental por cosecha, o con su modalidad específica, el contrato de agricultura a porcentaje, las partes incorporan su participación contractual a sus respectivas DDJJ del IVA y del Impuesto a las Ganancias, siendo que los inversores “personas físicas”, ajenos al sector, asumen el carácter de “explotaciones unipersonales” a los efectos de la liquidación de ambos gravámenes.

- Que con esta última modalidad asociativa se generan obligaciones en el IVA para los inversores ajenos al sector (los cuales deben atribuir los eventuales Créditos Fiscales de los insumos aportados a los Débitos Fiscales que se generen por la venta de los frutos obtenidos), siendo que en el Impuesto a las Ganancias, tales inversores deben reconocer el resultado obtenido por la venta de los frutos adjudicados, o bien, el resultado obtenido por la valuación de los frutos recibidos a la finalización del período fiscal (dependiendo ello de la fecha de la cosecha). 

- Que las normas vigentes en el IVA,  en  los  Impuestos a las Ganancias, a la Ganancia Mínima Presunta y sobre Bienes Personales no contemplan en forma específica la situación tributaria de todas las formas asociativas que pueden adoptar los pool de siembra y sus respectivos partícipes.  

- Fideicomisos Agropecuarios

- Que a través de un contrato de Fideicomiso los bienes y derechos trasmitidos a título de confianza quedan aislados del patrimonio del fiduciante hasta tanto el fiduciario cumpla con el  mandato encomendado, luego de lo cual, el beneficiario -que puede ser o no el mismo fiduciante-, recibirá los bienes o el producido que le corresponda de acuerdo a lo previsto en el contrato.

- Que la Ley 24.441 y las leyes tributarias que receptan la figura del fideicomiso solo distinguen al fideicomiso “financiero” del “no financiero”, siendo que ello resulta insuficiente para abarcar las distintas formas de negocios agropecuarios en que el contrato puede ser utilizado, cubriéndose el vacío normativo existente con la jurisprudencia administrativa, mediante la cual no se otorga ninguna seguridad jurídica a los contribuyentes.
- Que las distintas realidades económicas y jurídicas que se instrumentan a través de un contrato de fideicomiso, da lugar a que el referido contrato pueda ser considerado gratuito (fideicomiso testamentario o de garantía), o bien, que pueda ser considerado oneroso (fideicomiso de administración o inmobiliario a través del cual se realice una actividad empresaria). 

- Que del carácter gratuito u oneroso otorgado al contrato dependerá el encuadre tributario de los sujetos partícipes, la determinación de la base imponible de los distintos gravámenes y el tratamiento de ciertas transacciones, tales como la transmisión de la propiedad del fiduciante al fideicomiso, la transferencia de participaciones entre fiduciantes durante la vigencia del contrato y la ulterior transferencia de los bienes del fideicomiso al beneficiario.

- La problemática del desgaste de la tierra 

- Que los pool de siembra, cualquiera sea la figura asociativa utilizada, han traído aparejado un aumento en la extensión de tierras agrícolas destinadas al “monocultivo soja”, dada su rentabilidad, extensión que ha ido en desmedro de la superficie destinada a otros cultivos agrícolas y a las pasturas destinadas a la ganadería y que ha dado lugar incluso a la tala de montes, todo lo cual provoca el paulatino agotamiento del recurso suelo y la desertificación. 
- Que en este tipo de asociación contractual, generalmente transitoria, la decisión sobre la forma de encarar la producción agrícola provoca una  dualidad de intereses que se oponen: por un lado, la búsqueda de ganancias inmediatas por parte de los inversores y, por el otro, la necesidad de  conservar el recurso suelo por parte del propietario de la tierra.

- Que en la actualidad no existen normas que incentiven a los productores agropecuarios a evitar el proceso de degradación del suelo, lo cual compromete los recursos futuros, siendo necesarios entonces programas de conservación que prevean beneficios de índole tributaria (nacional, provincial y/o municipal) a aquellos propietarios y productores que sean cuidadosos de la tierra. 

LAS OCTAVAS JORNADAS TRIBUTARIAS PROVINCIALES RECOMIENDAN:

- Pool de siembra

1. Se reglamente en forma específica el tratamiento a dispensar en los Impuestos a las Ganancias, IVA e Ingresos Brutos, al reparto de los frutos cuando se adopte  la modalidad  de un contrato accidental por cosecha, o de agricultura a porcentaje, considerando al respecto que en tal reparto no existe venta, ni dación en pago.

2. Se dicten normas que clarifiquen el tratamiento que frente al Impuesto a los Bienes Personales corresponde dispensar al inmueble rural aportado por el socio accidental que, además, realice  tareas de organización y control, dado que en ese caso coexiste una explotación unipersonal con la exención subjetiva y objetiva otorgada a las personas físicas titulares de inmuebles rurales.

3. Se reglamente la reducción de la valuación del inmueble rural en el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, cuando el socio accidental aporte un predio rural con distintas partidas a los efectos del impuesto inmobiliario.   

- Fideicomiso Agropecuario

4. Se reglamente el tratamiento impositivo que recae sobre el fideicomiso agropecuario y sobre las partes que lo componen, fundamentalmente en los aspectos que han dado lugar a pronunciamientos administrativos que no resultan acordes a la realidad jurídica y económica imperante.

5. Entre otros aspectos inherentes al encuadre normativo actual, debe definirse el tratamiento de la participación de las personas físicas en el fideicomiso no financiero frente al Impuesto sobre los Bienes Personales, la modalidad que frente al Impuesto a las Ganancias debe adoptar un fideicomiso no financiero “mixto” (con algunos fiduciantes que coinciden con los beneficiarios y con otros fiduciantes que no coinciden con los beneficiarios), y la aplicabilidad del Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta en los fideicomisos no financieros que no están destinados a obtener rentas (Ej. en los fideicomisos de garantía).

6. En cuanto al tratamiento impositivo de las transmisiones de bienes y derechos “del fiduciante al fideicomiso” y “del fideicomiso a los beneficiarios”, es necesario que la legislación contemple específicamente el tratamiento a otorgar en cada caso, considerando para ello el carácter a otorgar a cada contrato  en función a la realidad económica y jurídica que instrumenta.

7. Entre otros aspectos impositivos inherentes a las transferencias de bienes “hacia y desde el fideicomiso”, debe definirse la situación de las partes frente al IVA, el Impuesto a las Ganancias, el Impuesto a la Transferencia de Inmuebles y el Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

8. Dictar las normas aplicables al caso de transferencias de inmuebles que efectúen los fideicomisos mixtos, en cumplimiento de los objetivos contenidos en el contrato, con relación  a la base imponible de la retención del Impuesto a las Ganancias -RG 3026-, toda vez que entre los sujetos pasibles de tal retención, se incluyen sólo a los fideicomisos que resultan contribuyentes del gravamen. 

- La problemática del desgaste de la tierra

9. La Nación, las Provincias y los Municipios debieran impulsar programas en forma conjunta, según los cuales, a los productores agropecuarios que cumplan con determinados requisitos de rotación de cultivos, descansos periódicos de las tierras cultivables y mantenimientos de las zonas forestadas, se los beneficie con reducciones en los tributos nacionales, provinciales y/ o municipales a su cargo. 

TEMA II
ASPECTOS CONTROVERTIDOS EN EL IMPUESTO A LAS GANANCIAS:

 IMPUESTO DE IGUALACIÓN – DISPOSICIÓN DE FONDOS.

CONSIDERANDO:

- Impuesto de Igualación

- Que el régimen de retención del Impuesto a las Ganancias aplicable sobre la utilidad contable que se distribuye en exceso de la utilidad impositiva a partir del año 1998 –cuyo objetivo es alcanzar con el gravamen a las utilidades contables que no han sido gravadas por la sociedad distribuidora-, da lugar a la comparación de resultados contables e impositivos acumulados desde la vigencia del régimen, con los ajustes que se han previsto al efecto.

- Que al determinarse los resultados contables acumulados que resultan comparables con la utilidad impositiva acumulada, no se han contemplado normativamente los aspectos contables referidos a, entre otros, la “reducción del patrimonio neto” (cuando se disminuyen rubros que no se asimilan a una distribución de utilidades), la “reorganización societaria” (cuando se distribuyen resultados que provienen de las sociedades antecesoras) y las “sociedades controlantes” (cuando se distribuyen utilidades que surgen de balances consolidados por aplicación del método V.P.P.).

- Que con respecto a la reducción del patrimonio neto (rescate de acciones o de cuotas partes y/o devolución de aportes irrevocables o de primas de emisión), el Fisco ha considerado que toda reducción del patrimonio neto resulta comparable con la utilidad impositiva (por aplicación del art. 102.1 del DR), sin tener en cuenta para ello el origen de los rubros del patrimonio neto que se reducen.

- Que al respecto, si bien resulta aplicable el Impuesto de Igualación cuando a través de decisiones societarias se disminuyen conceptos que en su origen han formado parte de resultados contables obtenidos a partir del año 1998 (V.Gr. reducción de resultados acumulados, de resultados reservados, del capital social en la parte proveniente de capitalización de resultados), en modo alguno resulta aplicable el Impuesto de Igualación cuando tales decisiones societarias implican la disminución de conceptos que nunca han formado parte de resultados contables (V.Gr. reducción del capital en la parte originada en aportes de los socios/accionistas o en revalúos contables capitalizados, o cuando se aprueba la devolución de los aportes irrevocables o de las primas de emisión de acciones).

- Que desde la vigencia del régimen (1998) hasta la suspensión de la exención de los reintegros de exportación (abril de 2003), esta utilidad contable, si bien exenta del Impuesto a las Ganancias, no fue considerada en el ajuste de los resultados impositivos ni en el ajuste de los quebrantos acumulados anteriores a la vigencia del régimen, lo cual dio lugar a que la misma quede finalmente gravada por el Impuesto de Igualación. 

- Que una vez determinado el excedente sujeto a retención, debe aclararse normativamente el tratamiento aplicable por la sociedad distribuidora en los casos en que el beneficiario de la utilidad sea un “sujeto exento” del país, o cuando se trate de sujetos del exterior para el cual resulten de aplicación los convenios internacionales que prevean límites en la retención sobre los dividendos. 

- Disposición de fondos.

- Que cuando las empresas que conforman un mismo conjunto económico aplican el principio de “unidad de caja” para el manejo de sus finanzas, obteniendo con ello un beneficio directo para el conjunto en general e indirecto para cada empresa que lo integra, la registración de las transferencias de fondos en cuentas de “créditos” que no devengan interés, ha provocado controversias con el Fisco en cuanto a la procedencia o no de la aplicación de los “intereses presuntos por disposición de fondos a favor de terceros”.

- Que la tasa legal prevista para el cálculo de los intereses presuntos -tasa activa para descuento de documentos comerciales en moneda local y sin garantías- resulta excesiva cuando se trata de préstamos realizados en moneda extranjera, o bien, de préstamos garantizados con derechos reales.

- Que la disposición reglamentaria que prevé la aplicación del “interés presunto” cuando las partes hayan previsto un interés inferior en más del 20% al legalmente previsto, se torna irrazonable en los casos en que la tasa efectivamente pactada resulta acorde con la relación que une a deudor y acreedor y/o con la solvencia que acredite el deudor.

- Que el procedimiento reglamentario previsto para el cálculo de los intereses presuntos ante devoluciones que son precedidas por nuevas disposiciones genera distintas alternativas de cálculo de los intereses presuntos (Vgr. sobre las últimas disposiciones de fondos que conforman el crédito al cierre, sobre los saldos acreedores expuestos durante el ejercicio, sobre las disposiciones anteriores a las devoluciones que fueran precedidas de nuevas disposiciones,etc), las cuales dan lugar a la obtención de resultados disímiles en concepto de “intereses presuntos”.

LAS OCTAVAS JORNADAS TRIBUTARIAS PROVINCIALES RECOMIENDAN:

- Impuesto de Igualación:

1. Se aclare el alcance de la previsión contenida en el Art. 102.1 del DR de la LIG disponiéndose que, a los efectos del Impuesto de Igualación, no resulta comparable con la utilidad impositiva la reducción de rubros del Patrimonio Neto que no tengan su origen en utilidades contables.

2. Se aclare normativamente que, en el caso de distribuirse utilidades de empresas que se hubieran reorganizado, a los efectos del Impuesto de Igualación deben compararse no solo los resultados contables e impositivos de la empresa continuadora, sino que también deben compararse los resultados contables e impositivos de las empresas antecesoras. 

3. Se aclare reglamentariamente que las rentas provenientes de sociedades controladas que se incorporan a la controlante por aplicación del V.P.P. (art. 33 de la Ley Nº 19.550) son libremente distribuibles por la sociedad controlante -aún cuando la sociedad controlada no haya distribuido dividendos-, si es que de la comparación de los resultados contables e impositivos de la sociedad controlada surge que no procede el Impuesto de Igualación a cargo de la controlante.

4. Se aclare que los reintegros de exportación anteriores a abril de 2003 deben ser sumados a la utilidad impositiva acumulada (a los efectos de su comparación con la utilidad contable acumulada). Cuando tales reintegros formen parte de los quebrantos anteriores a la vigencia del régimen, deben ajustarse los mismos mientras sean absorbidos por las utilidades impositivas posteriores a la vigencia del Impuesto de Igualación.

5. Se prevea expresamente que, en los casos en que el beneficiario de la renta distribuida sea un sujeto exento del país, no corresponderá el ingreso del Impuesto de Igualación.  Asimismo, en el caso en que el beneficiario de la renta distribuida sea un sujeto del exterior -con límites en la imposición sobre los dividendos en virtud de Convenios Internacionales-, debe aclarase si dicho límite de imposición opera en relación al “importe total” pagado en concepto de dividendos, o bien, solo en relación al “exceso sujeto a retención”.

- Disposición de fondos

6. Se aclare que los intereses presuntos no se aplican en los casos de préstamos transitorios o de asistencia financiera entre empresas que conforman el mismo conjunto económico dado que, en estos casos, no se trata de verdaderos terceros conforme lo requiere la norma legal. Este tipo de disposición de fondos responde siempre, directa o indirectamente, al interés de la empresa que la realiza.

7. Se admita reglamentariamente la procedencia de la tasa de interés pactada por las partes en los casos en que, por las características de la operación financiera y por la relación entre las partes signatarias del acuerdo, se compruebe que la referida tasa responde a la vigente en el mercado. No resulta razonable presumir una ganancia presunta equivalente a la tasa de interés activa para descuento de documentos comerciales, ni aún disminuida en el 20 %, en los casos de préstamos en moneda extranjera o de préstamos suficientemente garantizados por el deudor.

8. Se aclare cual es el procedimiento de cálculo de los intereses presuntos que debe adoptarse en el caso que existan reiteradas disposiciones y devoluciones de fondos, situación habitual en una sociedad anónima familiar con retiros y aportes constantes de accionistas y/o directores, de manera tal de garantizar la seguridad jurídica de los contribuyentes frente a la aplicación de la presunción.

TEMA III
CONVENIO MULTILATERAL: CRITERIOS GENERALES 

DE LA COMISIÓN ARBITRAL.

CONSIDERANDO

- La asignación de ingresos y gastos a las jurisdicciones adheridas.

- Que en los casos de ventas en la jurisdicción del proveedor a clientes de otras jurisdicciones (operaciones “entre presentes” en las cuales se informa el domicilio del cliente en la factura de venta), suele no constar en la documentación comercial utilizada por el proveedor, el “lugar de entrega de la mercadería”.

- Que cuando las ventas a clientes de otras jurisdicciones tienen su origen en pedidos “por escrito”, “por teléfono” o “por internet” (operaciones “entre ausentes” en las cuales se informa el domicilio del cliente en la factura de venta), suele no constar en la documentación comercial utilizada por el proveedor, la “forma adoptada para la compra” por cada uno de sus clientes.

- Que la falta de respaldo documental que revele la forma en que el proveedor ha perfeccionado cada operación de venta hace que resulte dificultosa la elección de la jurisdicción a la cual debe asignarse cada ingreso, generándose entonces permanentes controversias entre los contribuyentes y las jurisdicciones involucradas en las operaciones. 

- Que en materia de asignación de gastos, recientemente la Comisión Arbitral ha interpretado que a partir del 1º de enero de 2007 los gastos de transporte a que alude el último párrafo del articulo 4º del Convenio Multilateral, se distribuirán por partes iguales entre las jurisdicciones en las que se realiza cada transporte (Conf. Res. 7/06), lo cual da lugar a que los contribuyentes deban realizar un minucioso análisis de la imputación jurisdiccional de “cada gasto de transporte” tomado a su cargo.

- El tratamiento de las exportaciones. 

- Que a partir del compromiso asumido por la Nación y las Provincias en el “Acta de Concertación sobre Lineamientos de la Política Fiscal” suscripta el 3 de diciembre de 1975, todas las jurisdicciones adheridas expresaron su intención de ajustar el Impuesto a las Actividades con Fines de lucro (hoy Impuesto sobre los Ingresos Brutos) a un esquema según el cual las exenciones tendrán “un criterio muy restrictivo, pero alcanzarían a las exportaciones” (Punto 1.1.2).

- Que la Comisión Arbitral ha dispuesto que los ingresos provenientes de operaciones de exportación, así como los gastos que les correspondan, no serán computables a los fines de la distribución de la materia imponible (Conf. Art. 6º de la Res. 1/96).

- Que, en general, las jurisdicciones adheridas no someten a tributación a las operaciones de exportación, ya sea porque las consideran excluidas del objeto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos -Provincias de Buenos Aires, Corrientes, Chaco, Chubut, Formosa, La Pampa, Neuquén, Rio Negro, San Juan, San Luis, Santa Cruz, Santa Fe, Tucumán y Tierra del Fuego-, o porque la consideran como una actividad exenta -Ciudad de Buenos Aires y Provincias de Entre Rios, Mendoza y Salta- o porque consideran que los ingresos provenientes de las mismas son no computables en la base imponible del gravamen -Provincia de Córdoba-. 

- Que el referido criterio general ha sido dejado de lado por la provincia de Misiones, para la cual, los ingresos generados por las operaciones de exportación se encuentran gravados en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos a partir de enero de 2006 (Ley Nº 4255), vulnerándose así la premisa de evitar “la exportación de impuestos”. 

- Los regímenes de percepción, los regímenes de retención y la generación de saldos a favor. 

- Que la designación como agentes de percepción del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por parte de las jurisdicciones adheridas suele recaer en proveedores extra-territoriales que no poseen en las mismas ni inmuebles, ni empleados, ni intermediarios, siendo el único “sustento territorial” para la imposición de esa carga administrativa adicional, que tales proveedores posean clientes en tales jurisdicciones.    

- Que la provincia de Salta ha adoptado un “mecanismo de inducción” para que los proveedores extra-territoriales actúen como agentes de percepción, previendo que los proveedores mayoristas que no actúan en tal carácter deben ingresar el Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes a esa jurisdicción aplicando la alícuota que se aplica a las operaciones de ventas a consumidor final. 

- Que al haber derogado la Comisión Arbitral la pauta que tenían las jurisdicciones adheridas para disponer percepciones del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Conf. Res 4/06) –antes de tal derogación las percepciones tenían lugar sólo cuando el coeficiente del cliente fuera igual o superior a “0,1000 (cero coma diez milésimos) –, ello puede dar lugar a la generación de saldos a favor permanentes en contribuyentes pasibles de percepción que asignan coeficientes mínimos a determinadas jurisdicciones.

- Que en materia de retenciones del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (si bien subsisten los límites previstos por el  Art. 35 inc. a) y b) de la Res 1/06), la provincia de Tucumán ha establecido una alícuota ampliada para la retención a proveedores extra-territoriales que venden bienes a clientes de esa provincia sin estar inscriptos en la misma –obliga a los adquirentes a retenerles el triple de la alícuota de retención aplicable a los proveedores inscriptos en la provincia-.

- Que estos regímenes de “inducción a la inscripción” generan conflictos comerciales, toda vez que el cliente local debe discernir sobre la procedencia de la retención ampliada o la sanción por omitir retener y el proveedor extra-territorial debe discernir sobre la procedencia o no de la inscripción, siendo que tales alternativas no resultan de sencilla resolución cuando la operación de venta se realiza en la Jurisdicción del proveedor sin que el mismo efectúe gastos en la Jurisdicción del cliente.  

- Que cuando los múltiples regímenes de “percepciones” y “retenciones” vigentes resultan generadores de saldos a favor de los contribuyentes en concepto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, los mismos no cuentan con vías procedimentales ágiles en las jurisdicciones adheridas a través de las cuales puedan evitar o reducir el perjuicio económico y financiero que se deriva de tal situación.

 – Que las solicitudes de exclusión temporaria de tales regímenes, así como las solicitudes de devolución de los saldos a favor acumulados, constituyen trámites sumamente complejos y con resultados inciertos, ya que para expedirse la Jurisdicción reclamada realiza evaluaciones pormenorizadas sobre el criterio utilizado por el contribuyente para la atribución jurisdiccional de su base imponible, criterio que siempre resulta opinable atento el método esencialmente estimativo previsto para la asignación de gastos entre jurisdicciones.

- Los ajustes de inspección y la comunicación a los restantes Fiscos.

- Que la puja constante que se verifica entre las jurisdicciones adheridas por lograr una mayor base imponible para sí y en desmedro de las demás, debe ser objeto de revisión por parte de la Comisión Arbitral, toda vez que actualmente resultan inaplicables los lineamientos del art. 24 de la RG (CA) Nº 1/06, según el cual el Fisco actuante debe poner en conocimiento de las demás jurisdicciones su ajuste “una vez firme la determinación y dentro de los 15 días hábiles de ello”. 

-Que al quedar firme la determinación cuando habiendo transcurrido todas las instancias recursivas posibles la deuda determinada deviene ejecutable, resulta siempre tardía la información de la deuda determinada a las demás jurisdicciones para que las mismas se expidan sobre la procedencia del “ajuste en su contra de la base imponible”.

- Que en los hechos ocurre que, ante ajustes impositivos determinados en forma unilateral por la jurisdicción fiscalizadora, el contribuyente debe tributar sobre la misma base imponible en más de una jurisdicción, pudiendo remediar tal situación solo a través del pedido de devolución de lo ingresado en exceso en la o las restantes jurisdicciones, las cuales, al tomar conocimiento del criterio impulsado por la jurisdicción fiscalizadora, pueden sostener un criterio contrario a la misma.

LAS OCTAVAS JORNADAS TRIBUTARIAS PROVINCIALES RECOMIENDAN:

- La asignación de ingresos y gastos a las jurisdicciones adheridas.

1. Se fijen pautas concretas, tanto para operaciones “entre presentes” como para las efectuadas “entre ausentes”, a fin asignar correctamente los ingresos en los casos de ventas realizadas en una jurisdicción a clientes de otra jurisdicción. Es decir, deben preverse herramientas que orienten a los contribuyentes a dejar registros, al momento de devengar cada operación, que definan el lugar de entrega en el caso de operaciones “entre presentes” o el registro de pedidos en el caso de operaciones “entre ausentes”

2. Se revise la reciente interpretación según la cual los gastos de flete deben asignarse conforme el origen y el destino de cada flete, toda vez que si bien ello resulta razonable desde el punto de vista teórico, es de muy dificultosa aplicación desde el punto de vista práctico. Los gastos de fletes debieran distribuirse a través de una fórmula genérica que abarque el total de los gastos 

- El tratamiento de las exportaciones.

3. A partir de la iniciativa de la Comisión Arbitral, debiera suscribirse un nuevo compromiso entre la Nación, las Provincias y la CABA, conforme el cual, las operaciones de exportación queden fuera del ámbito de aplicación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

- Los regímenes de percepción, los regímenes de retención y la generación de saldos a favor. 

4. Se establezcan pautas a observar por las jurisdicciones adheridas para la designación de sujetos extra–territoriales como agentes de percepción del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, eliminándose los castigos a través de alícuotas diferenciales por no actuar como tales. Asimismo, la Comisión Arbitral debe restablecer la pauta anterior según la cual las percepciones se practican sólo a aquellos contribuyentes que exterioricen un coeficiente unificado superior a 0,1000 (cero coma cien milésimos) atribuido a la jurisdicción que establece el régimen.

5. Se establezcan pautas a observar por las jurisdicciones adheridas para la designación de agentes de retención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y se verifique el efectivo cumplimiento, por parte de las mismas, de los límites actuales previstos para la aplicación de retenciones. 

6. Se invite a las jurisdicciones adheridas a poner a disposición de los contribuyentes trámites de exclusión inmediata de las retenciones y percepciones (con la sola demostración de saldo a favor en el último período fiscal), dado que las mismas pueden  verificar la situación fiscal del contribuyente con posterioridad a tal exclusión y, en su caso, hacer cesar la misma. 

· Los ajustes de inspección y la comunicación a los restantes Fiscos.

7. Se prevea un mecanismo de comunicación de “ajustes de base imponible” al resto de las jurisdicciones, el cual resulte acorde con los procesos de fiscalización y de determinación vigentes. El Fisco actuante debe poner en conocimiento de las demás jurisdicciones el ajuste de inspección una vez notificado el mismo al contribuyente, de modo tal que la eventual determinación de la deuda (proceso posterior a la inspección), tenga lugar cuando las demás jurisdicciones hayan prestado su conformidad, expresa o tácitamente, al ajuste propuesto por la jurisdicción fiscalizadora.   
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